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No. 8-25 Edificio Nacional-Primer 
Piso 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGENA 

 

TRASLADO DE EXCEPCIONES 

  

ARTICULO 175 DE LA LEY 1437 DE 2011 

 

Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

Radicado 13001-33-33-002-2021-00085-00 

Demandante/Accionante DALIZ DEL CARMEN GONZÁLEZ VERGARA 

Demandado/Accionado COLPENSIONES 

 
La Suscrita Secretaria del Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Cartagena, de 

conformidad con lo establecido en el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, corre 

traslado a la contraparte de las excepciones propuestas en la contestación de demanda por EL 

APODERADO Del DEMANDANDO, por el término de tres (3) días en un lugar visible de la Oficina 

de Apoyo de los Juzgados Administrativos del Circuito de Cartagena y en la página web de la Rama 

Judicial www.ramajudicial.gov.co. Hoy VEINTITRES (23) DE NOVIEMBRE DE DOS MIL 

VEINTIUNO (2021)  

 

EMPIEZA EL TRASLADO: VEINTICUATRO (24) DE NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTIUNO (2021) 

A LAS 8:00 A.M. 

      

 
AMELIA REGINA MERCADO CERA 

Secretaria Juzgado Segundo Administrativo de Cartagena 

 

 
 
 

VENCE TRASLADO: VEINTISEIS (26) DE NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTIUNO (2021) A LAS 

5:00 P.M. 

 
 
 
 
 

AMELIA REGINA MERCADO CERA 

Secretaria Juzgado Segundo Administrativo de Cartagena 
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Nit. 900.739.461-1  

Señores:  
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL  DEL CIRCUITO DE CARTAGENA.   
 
 
E. S. D.  
 
 
Referencia: Proceso contencioso administrativo promovido por la señora DALIZ DEL 
CARMEN GONZALEZ VERGARA contra ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES “COLPENSIONES” 
 
Radicado: 13001-33-33-002-2021-00085-00 

 
ASUNTO: Contestación de Demanda.  
 

El suscrito, NASSIN JOSE RODRIGUEZ MANOTAS, abogado en ejercicio, 
identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 1.043.013.701 de Sabanalarga-
Atlántico, y portador de la Tarjeta Profesional No. 280.456 del C. S. de la J, actuando 
en mi calidad de apoderado sustituto de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES - COLPENSIONES,  de acuerdo a la sustitución conferida por la Dra. 

MARIA CAROLINA MERCADO GALINDO, abogada en ejercicio identificada con la 
cedula de ciudadanía No. 1.042.997.786 expedida en Sabanalarga y portador de la 
tarjeta profesional No. 191.542 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en 
calidad de apoderado de la ADMINISTRADORA COLOMBIA DE PENSIONES – 
COLPENSIONES, siendo esta la oportunidad pertinente y estando dentro del término 
de ley mediante este escrito, me permito presentar la CONTESTACIÓN DE LA 
DEMANDA contenciosa administrativa  instaurada por la señora DALIZ DEL 
CARMEN GONZALES VERGARA Identificada con CC.33.129-328, de conformidad con 
lo establecido por el Código de Procedimiento Administrativo, de la siguiente manera: 
 

A LOS HECHOS  
 

1. Es cierto, se puede evidenciar en el Expediente Administrativo de la 
Demandante, aunque en la Demanda no se observa documento de 
identificación de la demandante. 
 

2. Es totalmente cierto, para la entrada en vigencia del Sistema General de 
Pensiones (1 de Abril de 1994) la demandante superaba los 44 años. 
 

3. No me consta lo manifestado por la demandante, toda vez que lo anterior son 
circunstancias que deberán ser acreditadas durante el proceso, razón por la 
cual me atengo a lo que resulte probado dentro del proceso. 
 

4. Es cierto, la Demandante es beneficiaria del Régimen de Transición consagrado 
en el Art 36 de la Ley 100 de 1993.  
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Nit. 900.739.461-1  
5. No me consta lo manifestado por la demandante, toda vez que lo anterior son 

circunstancias que deberán ser acreditadas durante el proceso, razón por la 
cual me atengo a lo que resulte probado dentro del proceso. 
 

6.  No me consta lo manifestado por la demandante, toda vez que lo anterior son 
circunstancias que deberán ser acreditadas durante el proceso, razón por la 
cual me atengo a lo que resulte probado dentro del proceso. 

 
7. No me consta lo manifestado por la demandante, toda vez que lo anterior son 

circunstancias que deberán ser acreditadas durante el proceso, además, este 
hecho pretende hacer ver una PRETENSION, razón por la cual me atengo a lo 
que resulte probado dentro del proceso. 
 

8. No me consta lo manifestado por la demandante, toda vez que lo anterior son 
circunstancias que deberán ser acreditadas durante el proceso, además, este 
hecho pretende hacer ver una PRETENSION, razón por la cual me atengo a lo 
que resulte probado dentro del proceso. 

 
9. Es cierto, revisado el Expediente Administrativo encontramos la solicitud de 

pensión.  
 

10.  Es cierto, mediante Resolución Nº 202099 del 8 de Julio de 2016, la 
Administradora de pensiones COLPENSIONES, le garantizo su derecho al 
Régimen de Transición, además de garantizar el principio de Favorabilidad y de 
la condición más beneficiosa, otorgándole el reconocimiento con la Ley 71 de 
1988.  
 

11. No me consta lo manifestado por la demandante, toda vez que lo anterior son 
circunstancias que deberán ser acreditadas durante el proceso, razón por la 
cual me atengo a lo que resulte probado dentro del proceso. 
 

12. No me consta lo manifestado por la demandante, toda vez que lo anterior son 
circunstancias que deberán ser acreditadas durante el proceso, razón por la 
cual me atengo a lo que resulte probado dentro del proceso. 
 

13. Es cierto, dentro del expediente Administrativo reposa la Resolución SUB 
152995 del 13 de Junio de 2018.  
 

14. No me consta lo manifestado por la demandante, toda vez que lo anterior son 
circunstancias que deberán ser acreditadas durante el proceso, razón por la 
cual me atengo a lo que resulte probado dentro del proceso. 
 

15. No me consta lo manifestado por la demandante, toda vez que lo anterior son 
circunstancias que deberán ser acreditadas durante el proceso, razón por la 
cual me atengo a lo que resulte probado dentro del proceso. 
 

mailto:ahumadaabogadosasesores@gmail.com


 

 

  

Dirección: Carrera 57 No. 99ª – 65 Oficina 11 Edificio Torres del Atlántico  

Teléfono: (5) 3667578 

Email: ahumadaabogadosasesores@gmail.com 

 

 

 

Nit. 900.739.461-1  
16.  Es parcialmente cierto, en cuánto a la Resolución DIR 15147 de 16 de 

Agosto de 2018.  
 

17. No me consta lo manifestado por la demandante, toda vez que lo anterior son 
circunstancias que deberán ser acreditadas durante el proceso, razón por la 
cual me atengo a lo que resulte probado dentro del proceso. 

 
18.  No me consta lo manifestado por la demandante, toda vez que lo anterior son 

circunstancias que deberán ser acreditadas durante el proceso, además, este 
hecho pretende hacer ver una PRETENSION, razón por la cual me atengo a lo 
que resulte probado dentro del proceso. 

 
19. No me consta lo manifestado por la demandante, toda vez que lo anterior son 

circunstancias que deberán ser acreditadas durante el proceso, razón por la 
cual me atengo a lo que resulte probado dentro del proceso. 

 
20. No me consta lo manifestado por la demandante, toda vez que lo anterior son 

circunstancias que deberán ser acreditadas durante el proceso, razón por la 
cual me atengo a lo que resulte probado dentro del proceso. 

 

21. No me consta lo manifestado por la demandante, toda vez que lo anterior son 
circunstancias que deberán ser acreditadas durante el proceso, razón por la 
cual me atengo a lo que resulte probado dentro del proceso. 

 
 

A LAS PRETENSIONES.  
 

Me opongo a todas y cada una de las declaraciones y condenas de la demanda que sin 
fundamento se solicitan y me opongo a sus declaratorias y reconocimientos por 
carecer todas ellas de sustento Jurídico y fatico.  
 

1. Me opongo a la prosperidad de la siguiente petición en el sentido, que no se 
puede declarar Nulidad de un Acto que está basado en Derecho, como lo es la 
Resolución 202099 del 08 de Julio de 2016, Una Resolución en la cual le 
garantizaron el Derecho a la Pensión de vejez, además le otorgaron el principio 
Constitucional de Favorabilidad y Condición mas Beneficiosa a la hoy 
Demandante.  
 

2. Me opongo a la prosperidad de esta petición, en el sentido que COLPENSIONES, 
dándole aplicabilidad a los PRINCIPIOS DE FAVORABILIDAD Y CONDICION 
MAS BENEFICIOSA, re liquido la pensión a través de la Resolución SUB 
152995 del 13 de Junio de 2018, garantizando el Régimen de Transición 
aplicado y modificando los factores salariales, aumentando en su defecto la 
mesada pensional desde la fecha de disfrute.  
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3. Me opongo a la prosperidad de la presente pretensión, teniendo en cuenta que a 

través de la Resolución DIR 1517 del 16 de Agosto de 2018, porque se tuvo 
como criterio Jurídico los planteamientos establecidos para Factores Salariales 
los aplicados en la Re-liquidación otorgada a la demandante.  
 

4. Me opongo a la prosperidad de la presente pretensión, teniendo en cuenta que a 
la Demandante Sra. DALIZ DEL CARMEN GONZALES VERGARA, se le aplico 
pensión respetando el Régimen de Transición, se le re liquido con el 
cumplimiento de los Factores Salariales devengados por la Demandante, y que 
además, goza de la pensión de Jubilación desde el momento que le 
correspondía por ley bajo el cumplimiento de requisitos legales.  
 

5.  Me opongo a esta pretensión, teniendo en cuenta el curso legal del proceso no 
existen sumas dejadas de pagar o cualquier otro emolumento que sea sujeto a 
INDEXACION.  
 

6. Me opongo a esta pretensión, reconociendo a nombre de mi defendida que no 
existen incrementos pendientes por concepto de mesadas pensionales re-
liquidadas, ni tampoco interés pendiente, por el contrario todo los pagos y los 
incrementos se han hecho sujetos a las disposiciones legales.  
 

7. Me opongo a esta pretensión, reconociendo a nombre de mi defendida que no 
existen incrementos pendientes por concepto de mesadas pensionales re-
liquidadas, ni tampoco interés de mora pendiente, por el contrario todo los 
pagos y los incrementos se han hecho sujetos a las disposiciones legales.  
 

8. Me opongo a esta pretensión, dado que no existe decisión alguna que amerite el 
cumplimiento de una Decisión Judicial.  

 
9. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, por el contrario solicito que los 

gastos sean condenados a la Demandante, dado que la misma inicio el 
movimiento del aparato Judicial sin razón alguna.  
 

PRETENSIONES SUBSIDIARIAS.  
 
Me opongo a todas y cada una de las declaraciones y condenas de la demanda que sin 
fundamento se solicitan y me opongo a sus declaratorias y reconocimientos por 
carecer todas ellas de sustento Jurídico y fatico.  
 

1. Me opongo a la prosperidad de la siguiente pretensión, bajo el entendido 
Resolución 202099 del 08 de Julio de 2016 y Resolución SUB 152995 del 
13 de Junio de 2018, se le garantizo la pensión de Jubilación, además, se 
ordenó su Re- liquidación dándole aplicabilidad al régimen de Transición y la 
norma más beneficiosa para la Demandante como lo es lo establecido en la Ley 
71 de 1988. 
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FUNDAMENTOS Y RAZONES DE DERECHO.  

 
Esta contestación se hace con la garantía que le asiste a la encartada en la 
Constitución Nacional en su art. 29 y su derecho al debido proceso y a su vez el 
principio de contradicción, el cual abre las puertas a debate jurídico en contra peso a 
la causa pretendí. Igualmente se funda en el artículo 144 del Código Contencioso 
Administrativo y demás normas concordantes. 
 
Es menester señalar que la ley y en la mayoría de los casos la jurisprudencia nacional, 
han sido rigurosos con los elementos que debe probar el actor para obtener la 
prosperidad de la pretensión anulatoria, imponiéndose las siguientes cargas 
procesales: la individualización precisa del acto que se demanda, la identificación 
exacta de las normas violadas y el concepto de la violación; copia del acto acusado; si 
el acto definitivo fue objeto de recursos en la vía gubernativa, también deben 
demandarse las decisiones que lo modifiquen o confirmen y si se trata de un acto 
administrativo particular, el agotamiento previo de la vía gubernativa.  
 
Además, una vez emitidos los actos administrativos se considera que los mismos están 
ajustados a derecho, esto es, a las normas jurídicas que le son de obligatoria 
observancia y cumplimiento. Es una presunción que la ley denomina iuris tantum, la 
cual se puede desvirtuar cuando se demuestra que se contravino el ordenamiento 
jurídico. 
 
Como contrapartida necesaria y lógica de la presunción de legalidad de dichos actos, 
la Constitución y las leyes, en su orden, han regulado y reglamentado, la teoría de las 
nulidades, con la finalidad de ejercer un control a través del ejercicio de determinadas 
acciones sobre el actuar de la administración. 
 
Los actos administrativos cumplidos en ejercicio de facultades regladas y de 
conformidad con los recaudos necesarios para su validez en cuanto a forma y 
competencia, deben tenerse por firmes, inamovibles y revestidos de valor de cosa 
juzgada en pro y en contra de los administrados y del mismo poder actuante, principio 
este que solo sufre excepción cuando media declaración de nulidad, ya sea en 
supuestos en que ha mediado error grave de derecho o aquellos otros en que los 
hechos en que se fundan las decisiones, carecen de existencia real y que hayan sido 
acreditados con maniobras dolosas o fraudulentas. 
 
En este orden de ideas, las causales por las cuales es procedente declarar la nulidad 
de un acto administrativo serían las siguientes: Violación a la ley, vicios de forma, 
falsa motivación y desviación de poder. 
 
Con respecto al caso en concreto, la Demandante pretende el reconocimiento y pago 
de una reliquidación de pensión de vejez, sujeta a una disposición legal diferente dela 
cual ella es beneficiaria y que además gozo del beneficio de la RELIQUIDACION, pero 
según el marco Normativo y respetando el principio de solidaridad, y cobijados bajos el  
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Principio de condición más beneficiosa, la Administradora de Pensiones-
COLPENSIONES, por medio de las Resolución 202099 del 08 de Julio de 2016, 
Resolución SUB 152995 del 13 de Junio de 2018, y la Resolución DIR 1517 del 
16 de Agosto de 2018, la Administradora le reconoció, pago y re liquidó la prestación 
económica de vejez a la cual tuvo Derecho la demandante por encontrarse dentro del 
Régimen de Transición y por haber cumplido las condiciones legales de la Ley 71 de 
1988.  
 
Respecto del tema objeto de controversia, el CONSEJO DE ESTADO SALA PLENA DE 

LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - CONSEJERO PONENTE: Dr. CÉSAR 

PALOMINO CORTÉS Bogotá D.C., agosto veintiocho (28) de dos mil dieciocho 
(2018) Expediente: 52001-23-33-000-2012-00143-01 Medio de control: Nulidad y 
restablecimiento del derecho, establece “El régimen de transición previsto en la Ley 100 
de 1993 se creó para proteger las expectativas legítimas que tenían los trabajadores 
afiliados al régimen de prima media con prestación definida a la fecha de su entrada en 
vigencia y que estuvieran próximos a pensionarse. Este grupo está conformado por “los 
servidores del Estado (empleados y funcionarios públicos, así como trabajadores 
oficiales) de ambos sexos, que a la fecha de entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, 
contaran con 35 años de edad o más si son mujeres, o con 40 si son hombres, o 15 años 
o más de servicios cotizados” 16 . Es decir, basta con reunir cualquiera de los anteriores 
requisitos para tener el derecho adquirido al régimen de transición” 
 
Por otro lado, pero también importante es mi deber manifestarle al Honorable 
Despacho que en  Sentencia de unificación del 4 de agosto de 2010 con ponencia 
del magistrado VÍCTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA dictada dentro del 
radicado 25000-23-25-2006-07509-01 (0112-09) señalo lo siguiente ratificando lo 
señalado en sentencia 13 de marzo de 2003:  

 
“Entre tanto como en otras oportunidades lo ha expresado esta corporación 
cuando se aplica el régimen de transición es preciso recurrir a la 
normatividad correspondiente en su integridad, sin desconocer ninguno de 
los aspectos inherentes al reconocimiento y goce efectivo del derecho como 
lo es la cuantía de la pensión, especialmente cuando ello resulte más 
favorable para el beneficiario de la prestación y así lo solicite en la 
demanda".  

 
En otro sentido dentro del Expediente 19001-33-31-003-2013-00179-01, 
Demandante ELIECER CERÓN HERRERA, Demandado, INSTITUTO SEGURO 
SOCIAL-COLPENSIONES Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO - SEGUNDA INSTANCIA  
 
Señaló que el artículo 7 de la Ley 71 de 1988, reglamentado por el Decreto Nº 2709 de 
1994, que fue derogado por el artículo 24 de la Ley 1474 de 1997, quedando sin 
reglamentación lo referente al salario básico de liquidación de la pensión de jubilación.  
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Pero indicó que debe acudirse a lo reglamentado en la Ley 100 de 1993 en su 
artículo 36, siguiendo el procedente jurisprudencial del Consejo de Estado, es 
decir para calcular el IBL se tomará el 75% de los últimos diez años de servicios 
laborados, porque al entrar la vigencia de la Ley 100 de 1993, el actor le faltaba 
más de diez años para alcanzar su estatus pensional.  
 
Régimen pensional aplicable de acuerdo con lo solicitado por el demandante:  
 
La Ley 71 de 1988, por la cual se expiden normas sobre pensiones y se dictan otras 
disposiciones, en su artículo 7 dispuso:  
 

“Artículo 7.- Reglamentado por el Decreto Nacional 2709 de 1994. A partir 
de la vigencia de la presente ley, los empleados oficiales y trabajadores 
que acrediten veinte (20) años de aportes sufragados en cualquier tiempo y 
acumulados en una o varias de las entidades de previsión social que 
hagan sus veces, del orden nacional, departamental, municipal, 
intendencial, comisarial o distrital y en el Instituto de los Seguros Sociales, 
tendrán derecho a una pensión de jubilación siempre que cumplan sesenta 
(60) años de edad o más si es varón y cincuenta y cinco (55) años o más si 
es mujer.  
El Gobierno Nacional reglamentará los términos y condiciones para el 
reconocimiento y pago de esta prestación y determinará las cuotas partes 
que correspondan a las entidades involucradas. Ver: artículos 4, 19 y ss. 
Decreto Nacional 1160 de 1989 Lo relacionado con pensión de jubilación 
por aporte”.  

 
La Norma citada fue reglamentada por el Decreto 2709 de 1994, que en su artículo 
1, dispuso:  
 

“PENSION DE JUBILACION POR APORTES. La pensión que se refiere el 
artículo 7 de la Ley 71 de 1988, se denomina pensión de jubilación por aportes.  
Tendrán derecho a la pensión de jubilación por aportes quienes al cumplir 60 
años o más de edad si es varón, o 55 años o más si se es mujer, acrediten en 
cualquier tiempo, 20 años o más de cotizaciones o aportes continuos o 
discontinuos en el Instituto de Seguros Sociales y en una o varias de las 
entidades de previsión social del sector público.”  

 
Igualmente el artículo 6 ibídem determinó el salario base para la pensión de jubilación 
por aportes con el siguiente tenor literal:  
 

“El salario base para la liquidación de esta pensión, será el salario promedio que 
sirvió de base para los aportes durante el último año de servicios, salvo las 
excepciones contenidas en la ley.  Si la entidad de previsión es el ISS se tendrá en 
cuenta el promedio del salario base sobre el cual se efectuaron los aportes durante 
el último año y dicho instituto deberá certificar lo pagado por los citados conceptos 
durante el período correspondiente.  
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Es así, que el artículo 6 de la norma citada, fue derogado por el artículo 24 del 
Decreto 1474 de 1997, que no mencionada nada respecto de cuál debe ser el salario 
base para la liquidación de la pensión.  
 
Por otro lado; la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Laboral M. 
PONENTE: LUIS GABRIEL MIRANDA BUELVAS NÚMERO DE PROCESO: 49881 
NÚMERO DE PROVIDENCIA: SL18611-2016 CLASE DE ACTUACIÓN: RECURSO DE 
CASACIÓN TIPO DE PROVIDENCIA: SENTENCIA FECHA: 24/08/2016 DECISIÓN: 
CASA TOTALMENTE / FALLO DE INSTANCIA - REVOCA TOTALMENTE FUENTE 
FORMAL: Ley 71 de 1988 art. 7 / Ley 100 de 1993 art. 21 / Decreto 2709 de 
1994 art. 10.  
 
PENSIONES » PENSIONES LEGALES » PENSIÓN DE JUBILACIÓN, LEY 71 DE 1988 
» INGRESO BASE DE LIQUIDACIÓN » DETERMINACIÓN - Para los beneficiarios del 
régimen de transición de la Ley 100 de 1993, a quienes les faltaban diez años o más 
para adquirir el derecho, se establece conforme al artículo 21 de dicha ley Tesis: 
«Adicionalmente, como ya quedó anotado en líneas precedentes, la demandante nació 
el 10 de septiembre de 1952, de donde se sigue, sin ambages, que es beneficiaria del 
régimen de transición. En tal virtud, la pensión de jubilación se liquidará como lo 
dispone el artículo 21 de la Ley 100 de 1993, toda vez que entre el 1 de abril de 1994, 
cuando entró en vigor el estatuto de la seguridad social integral y el 1º de septiembre 
de 2009, cuando la accionante completó los requisitos para acceder a la pensión, 
transcurrieron más de 10 años».  
 
PENSIONES » PENSIONES LEGALES » PENSIÓN DE JUBILACIÓN, LEY 71 DE 1988 
» LIQUIDACIÓN PENSIONES » INTERESES MORATORIOS » PROCEDENCIA EN 
PENSIÓN DE JUBILACIÓN, LEY 71 DE 1988 - No son viables porque aun cuando la 
prestación es reconocida por el ISS y tiene su fundamento en el régimen de transición, 
la pensión no se concede en aplicación de sus reglamentos Tesis: «Aunque la pensión 
que se ordena reconocer encuentra fundamento en la aplicación del régimen de 
transición y se impone a cargo de la entidad de seguridad social que sustituyó al 
Instituto de Seguros Sociales, no proviene de la aplicación de sus reglamentos, sino de 
una norma ajena a los mismos, como es la Ley 71 de 1988. De esta suerte, se niegan 
los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993». NOTA DE 
RELATORÍA: Esta providencia es relevante en:  
 
PENSIÓN DE JUBILACIÓN POR APORTES, LEY 71 DE 1988 > RECONOCIMIENTO 
Y PAGO / INTERESES MORATORIOS > PROCEDENCIA EN PENSIÓN DE 
JUBILACIÓN, LEY 71 DE 1988 
 
Para el caso que nos ocupa, es importante tener en cuenta las decisiones tomadas por 
la Administradora de Pensiones Colpensiones en cuanto a si se tiene en cuenta que a 
la Demandante Sra DALIZ GONZALEZ VERGARA, le fue aplicado en Derecho las 
Resolución GNR 202099 del 8 de Julio de 2019, Resolución GNR 152995 del 13 
de Junio de 2018 y Resolución DIR 1517 del 16 de Agosto de 2018,  
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Emanadas por Colpensiones, la cual modifico decisiones anteriores tomadas a nombre 
de la Demandante, que por medio de la Resolución GNR 152995, Colpensiones Re-
Liquida la Pensión de vejez en cuantía de $ 3.428.196.oo, efectiva a partir del 15 de 
enero de 2015, con base en 1160 semanas cotizadas, aplicando el 75% del IBL que 
corresponde a $ 4.570.928.oo, de conformidad con los parámetros establecidos en la 
Ley 71 de 1988, norma aplicable teniendo en cuenta el Principio de Favorabilidad y 
Condición más beneficiosa, por estar la Demandante cobijada bajo el Régimen de 
Transición.   
.  
Para el caso en particular, la Demandante solicita unas pretensiones que son difíciles 
de conseguir, y por lo tanto Jurídicamente imposible, como lo es la solicitud de re 
liquidar la pensión tomando el promedio del Ultimo año de aportes y, además, 
estudiar una prestación con fundamento en lo dispuesto por el Decreto 717 de 1978 
para efectos de la tasación de factores constitutivos de salario.  
 
Ante esta situación, es preciso manifestar que la Demandante, reunía 1.161 semanas 
y que al momento de la presentación de la demanda tenía más de 70 años de edad, y 
gozaba del reconocimiento pensional otorgado.  
 
En el sentido de precisar, que NO tiene Derecho a la re-liquidación de la pensión 
según el Art 6 del Decreto 546 de 1971, es necesario precisar lo que dispone “ Los 
Funcionarios y empleados a que se refiere este Decreto, tendrán derecho, al llegar a los 
55 años de edad si son Hombres y de 50 si son mujeres, y cumplir 20 años de servicio 
Continuos o discontinuos, anteriores o posteriores a la vigencia de este Decreto, de los 
cuales por lo menos 10 hayan sido exclusivamente a l Rama Jurisdiccional o al 
Ministerio Publico”  
 
Que según lo anteriormente planteado, no es viable estudiar la Re- liquidación del 
Derecho de conformidad con el Decreto 546, en razón a que la Demandante no cumple 
con el requisito de la prestación del servicio durante 10 años en la Rama Judicial, 
verificando el Expediente Administrativo y la Historia Laboral de la Demandante, solo 
acredita 9 años y 4 meses.  
 
Que por otro lado, es preciso manifestarse frente a la solicitud de la re-liquidación con 
los Factores salariales, teniendo en cuenta el promedio del último año de servicio, es 
preciso señalar lo indicado en la circular 16 de 2015. que de conformidad con la 
Circular Interna Nº 16 de 2015, la Vicepresidencia Jurídica y Doctrinal y la 
Vicepresidencia de Prestaciones y Beneficios, modifico los criterios básicos de 
reconocimiento en cuanto a la aplicación del Ingreso Base de Liquidación a los 
beneficiarios del Régimen de Transición de la Ley 100 de 1993, estableciendo lo 
siguiente:  
 
ANTECEDENTES INSTITUCIONALES PARA LA ADOPCION DE LOS CRITERIOS 

JURIDICOS DE RECONOCIMIENTO EN LAS CIRCULARES INTERNAS 01 DE 2012, 
04 Y 06 DE 2013, ASI COMO LA NOTA ACLARATORIA DE ESTA ULTIMA.  
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A. Con ocasión de la divergencia de criterios jurisprudenciales entre el Consejo 
de Estado y la Corte Suprema de Justicia, respecto de la aplicación del IBL 
para efectos del reconocimiento pensional, Colpensiones emitió la circular 
Interna 01 de Octubre de 2012, en la que para estos efectos, fijo los Criterios 
Jurídicos Básicos.  

 
B. Posteriormente, el 7 de Mayo de 2013 la Corte Constitucional emitió la 

sentencia C- 258 de 2013, en la que realizo el estudio de la 
Constitucionalidad del Articulo 17 de la Ley 4 de 1992 con la declaratoria de 
inexequibilidad de algunos apartes de dicha disposición y condiciono la 
aplicación del resto de la norma. Uno de los asuntos que abordo fue el 
relativo al IBL, respecto del cual ese Tribunal sostuvo que “no fue un aspecto 
sometido a transición, como se aprecia claramente en el Texto del Artículo 36 
de la Ley 100 de 1993, hecha esta aclaración, la sala considera que no hay 
una razón para extender un tratamiento diferenciado y ventajoso en materia 
de IBL a los beneficiarios del régimen especial Art. 17 de la ley 4 de 1992”.  

 
C. la mencionada decisión de constitucionalidad conllevo la expedición de la 

Circular Interna 04 de 26 de Julio de 2013, en la que Colpensiones tuvo 
como premisa la aplicación general de la regla de derecho que incorporo la 
sentencia sobre IBL, para todos los regímenes pensionales, esto es, que la 
pensión de vejez sería equivalente al promedio de las cotizaciones realizadas 
durante los últimos diez (10) años, a partir del 8 de Mayo de 2013.  

 
D. Con ocasión de las solicitudes de revisión de la Circular 04 de 2013, 

efectuadas por la Procuraduría General de la Nación, Colpensiones dicto la 
circular Interna 06 de 18 de Diciembre de 2013,en la que fijo las reglas de 
aplicación del IBL para reconocimiento de Derechos pensionales, antes del 7 
de mayo de 2013 y a partir del 8 de mayo de 2013, a la que ex post se 
incluyó una nota aclaratoria en la que se precisaron las indicciones de 
aplicación de las Circulares Internas 01 de 2012, 04 y 06 de 2013.  

 
E. El Ministerio de Hacienda y Crédito Publico le solicito a Colpensiones con 

oficios 2-2014-029234 del 8 de agosto de 2014 y 2-2015-021804 de 10 de 
Junio de 2015, la aplicación de la interpretación realizada por la Corte 
Constitucional al artículo 36  de la Ley 100 de 1993 en la Sentencia  C-258 
de 2013, extendiéndola para todos los regímenes pensionales, 
específicamente, en lo que hace relación con el IBL en tanto elemento que no 
hace parte del régimen de Transición, ello en el marco de la aplicación de la 
Circular 06 de 2013, con la nota aclaratoria, cuya base de aplicación en el 
tiempo se concentró en el elemento de causación del Derecho.  

 
F. El 29 de abril de 2015, la sala plena de la Corte Constitucional, profirió la 

Sentencia SU- 230 de 2015, en la que se decide una acción de tutela por 
supuesta violación de los derechos fundamentales a la igualdad, al debido 
proceso, a la seguridad social ya l mínimo vital, en razón de la liquidación de 
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devengados durante los últimos 10 años (Ley 100 de 1993, Art. 36) y no 
teniendo en cuenta el promedio de los salarios devengados durante el último 
año(Ley 33 de 1985, Art 1), por tratarse del régimen pensional en el que se 
causó el Derecho Prestacional. La corte, luego de reiterar que el IBL no es un 
aspecto de la transición, preciso que se trata de una regla de Derecho que 
debe aplicarse con independencia del régimen pensional al que pertenezca el 
afiliado y sin tener en consideración el momento de la Causación del 
Derecho. Tal como lo explica de manera detallada en el capítulo III de esta 
circular. 

(…)  
 
FUNDAMENTOS JURIDICOS PARA LA APLICACIÓN DE LA SENTENCIA SU- 230 
DEL 29 DE ABRIL DE 2015. 
 

A. La Corte Constitucional a través de la sentencia SU 230 de 2015, estudio la 
constitucionalidad de una Sentencia dictada por la sala de Casación Laboral 
de la Corte Suprema de justicia, en la que decidió que la liquidación de una 
pensión adquirida bajo el régimen de la Ley 33 de 1985, debía tener como IBL 
la regla general consagrada en el Art 36 de la Ley 36 de 1993, esto es, el 
promedio de los salarios devengados durante los últimos 10 años, y no el 
promedio de los salarios del último año conforme lo establece el art 1 de la Ley 
33 de 1985.  

(…)  
 
REGLAS PARA LA APLICACIÓN EN EL TIEMPO DE LOS CRITERIOS SOBRE 
INGRESO BASE DE LIQUIDACION, TASA DE REEMPLAZO Y FACTORES 
SALARIALES. 
 
“(…) Con base en las anteriores consideraciones, las regalas de decisión que a 
continuación se imparten, tendrán efectos hacia el futuro en los siguientes términos:  
 

A. La definición y entendimiento del artículo 36 de la ley 100 de 1993 será la 
siguiente:  

1. El IBL no fue aspecto sometido al régimen de Transición.  
2. Las reglas para calcular el IBL de los beneficiarios del régimen de transición son 

las siguientes:  
 

 Quienes a 1 de abril de 1994 les faltare menos de 10 para el 
cumplimiento de los requisitos para pensionarse, el IBL se 
determinara conforme a lo establecido en el Inciso 3º del Art 36 de 
la Ley 100 de 1993.  

 Quienes a partir del 1 de Abril de 1994 les faltare más de 10 años 
para el cumplimiento de los requisitos para pensionarse, el IBL se 
determinara conforme lo establecido en el Art 21 de la Ley 100 de 
1993.  
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3. El régimen de transición respeta edad, tiempo de servicios o semanas cotizadas 

y monto de la pensión del régimen anterior referido solamente en tasa de 
reemplazo, como quiera que la intención del legislador fue impedir que el IBL de 
los regímenes anteriores tuviera efectos Ultractivos.  

 
Los factores salariales que se deberán tener en cuenta al momento de determinar el 
IBL serán los contemplados en Decreto 1158 de 1994, siempre y cuando sobre los 
mismo se hubieran efectuados los aportes al Sistema General de Pensiones.  
 

B. (…)  
 

C. Los criterios establecidos en la presente Circular tendrán aplicación para 
todos los servidores públicos, independientemente del régimen pensional que 
resulte aplicable bajo su condición dentro del Régimen de Transición.  

 
D. Con base en lo expuesto, quedan derogados expresamente los criterios de 

interpretación del Art. 36 de la Ley 100 de 1993, respecto de la aplicación del 
IBL contenido en las Circulares Internas 01 de 01 d Octubre de 2012, 04 de 
26 de Julio de 2013, 06 de 18 de Diciembre, incluida la nota aclaratoria de 
esta última.  

 
E. En este orden de ideas, debe considerarse que la interpretación del Art. 36 de 

la ley 100 de 1993, realizada por la Corte Constitucional en la Sentencia C-
258 de 2013 se aplica en Colpensiones desde la expedición de las Circulares 
04 y 06 de 2013 de manera que, a través de esta nueva Circular, se unifican 
las reglas de reconocimiento pensional administrativo, de acuerdo al alcance 
dispuesto por la Sentencia SU- 230 de 2015.  

 
Los lineamientos establecidos en la presente circular tienen como propósito unificar 
las reglas para la aplicación de los criterios de interpretación del Art 36 de la Ley 100 
de 1993, con base en el precedente Judicial de la Corte Constitucional consagrado en 
las sentencias C- 258 de 2013 y SU de 2015, (…)”  
  
según lo anteriormente enunciado, se evidencia que no es procedente acceder a la 
solicitud de reliquidación pensional teniendo en cuenta los factores devengados por la 
Demandante durante su último año de servicio, teniendo en cuenta que las circulares 
Internas Nº 01 de 01 de Octubre de 2012, 04  de 26 de Julio de 2013, 06 de 18 de 
Diciembre de 2013, incluida la nota aclaratoria de la última que contemplan dicha 
Liquidación, como quedo claro quedaron derogadas y se optó por acatar las decisiones 
de las Altas Cortes.  
 
Es importante tener en cuenta, que el reconocimiento de la pensión de vejez, se 
garantizó que cumpliera con lo establecido en el Régimen de Transición y por lo tanto 
dicho reconocimiento fue efectuado por el Art 7 de la Ley 71 de 1988 que señala,  
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“los empleados oficiales y trabajadores que acrediten veinte (20) años de aportes 
sufragados en cualquier tiempo y acumulados en una o varias de las entidades de 
previsión social que hagan sus veces, del orden nacional, departamental, 
municipal, intendencial, comisarial o distrital y en el Instituto de los Seguros 
Sociales, tendrán derecho a una pensión de jubilación siempre que cumplan 
sesenta (60) años de edad o más si es varón y cincuenta y cinco (55) años o más si 
es mujer”.  
 

que la norma precitada en el párrafo anterior se aplica por remisión del Art 36 de la 
Ley 100 de 1993 que establece textualmente lo siguiente: “ La edad para acceder a la 
pensión de vejez, el tiempo de servicio o el número de semanas cotizadas, y el monto de 
la pensión de vejez de las personas que al momento de entrar en vigencia el Sistema 
tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta (40) o más 
años de edad si son hombres, o quince (15) o más años de servicios cotizados, será la 
establecida en el régimen anterior al cual se encuentren afiliados. Las demás 
condiciones y requisitos aplicables a estas personas para acceder a la pensión de vejez, 
se regirán por las disposiciones contenidas en la Ley 100 de 1993. El ingreso base para 
liquidar la pensión de vejez de las personas referidas en el inciso anterior que les faltare 
menos de diez (10) años para adquirir el derecho, será el promedio de lo devengado en 
el tiempo que les hiciere falta para ello, o el cotizado durante todo el tiempo si este fuere 
superior, actualizado anualmente con base en la variación del Índice de Precios al 
consumidor, según certificación que expida el DANE” 
 
Para el caso en estudio, cuando faltare más de 10 años, el IBL, será calculado de 
conformidad con lo establecido en el Art 21 de la Ley 100 de 1993; es decir, el 
promedio de lo devengado o cotizado durante los últimos 10 años o el de toda la vida 
laboral si tuviera 1250 o más semanas, actualizado anualmente con base en la 
variación del índice de precios al consumidor (IPC), según certificación que expida el 
DANE.  
 
Que se ha realizado el estudio de la Solicitud de reliquidación y/o Retroactivo, se 
establece que no se generaron valores a favor del pensionado. Así las cosas, se tiene 
en cuenta que no existen motivos de hecho o Derecho que permitan generar 
Retroactivo alguno o en su defecto, incrementar la mesada pensional. 
 
Del mismo modo se le aplico lo contemplado para el cálculo de IBL teniendo en 
consideración a lo anterior de las pensiones que se encuentran en transición de la Ley 
100 de 1993, y teniendo en cuenta las condiciones emanadas por COLPENSIONES 
especialmente la Circular 15 de 2015, dándole aplicación a lo esgrimido por la Corte 
Constitucional en Sentencia C-258 de 2013, cuyo alcance fue precisado por  la 
Sentencia SU-230 del 29 de abril de 2015 la Honorable  Corte Constitucional 
M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, dispuso:  
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“… 2. Las reglas para calcular el IBL de los beneficiarios del régimen de Transición, son 
las siguientes: 

I. Quienes a 1 de Abril de 1994 les faltare menos de 10 años para el 
cumplimiento de los requisitos para pensionarse, el IBL se determinara 
conforme a lo establecido en el inciso 3 del Art. 36 de la Ley 100 de 1993.  

II. Quienes a 1 de Abril de 1994 les faltare más de 10 años para el 
cumplimiento de los requisitos para pensionarse, el IBL se 

determinara conforme a lo establecido en el Art. 21 de la Ley 100 
de 1993.  

 
El régimen de transición respeta la edad, tiempo se servicios o semanas cotizadas y 
monto de la pensión del régimen anterior referido solamente a la tasa de reemplazo, 
como quiera que la intención del legislador fue impedir que el IBL de los regímenes 
anteriores tuviera efectos ultractivos.  
Los únicos factores que se deberán tener en cuenta al momento de determinar el IBL 
serán los contemplados en el Decreto 1158 de 1994, siempre y cuando sobre los mismos 
se hubieran efectuado los aportes al SGP.”  
 
“A este respecto la Sala Plena encontró que la sentencia C-258 de 2013 fijó una 
interpretación en abstracto del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 en el sentido de 
establecer que el ingreso base de liquidación IBL no es un aspecto de la transición y, por 
tanto son las reglas contenidas en aquél régimen general, las que deben observarse 
para determinar el monto pensional con independencia del régimen especial al que se 
pertenezca… 
 
De otro lado, resaltó que mediante auto A-326 de 2014, por el cual se resolvió la 
solicitud de nulidad de la sentencia T-078 del mismo año, la Sala reafirmó la 
interpretación sobre el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 establecida en el referido fallo 
C258 de 2013, en el que por primera vez la Sala analizó el IBL, en el sentido en que, el 
modo de promediar la base de liquidación no puede ser la estipulada en la legislación 
anterior, en razón a que el régimen de transición solo comprende los conceptos de edad, 
monto y semanas de cotización y excluye el promedio de liquidación.”  
 
SENTENCIA DE UNIFICACIÓN - Fijación de regla jurisprudencial sobre el IBL en 

el régimen de transición / FIJACIÓN REGLA JURISPRUDENCIAL – el artículo 36 de 
la ley 100 de 1993 hace parte del régimen de transición A juicio de la Sala Plena de lo 
Contencioso Administrativo del Consejo de Estado una lectura del artículo 36 de la Ley 
100 de 1993 permite concluir que en el régimen de transición el IBL que debe tenerse en 
cuenta para liquidar el monto pensional es el previsto en el inciso 3 de dicha norma. (…) 
El artículo 36 contiene todos los elementos y condiciones para que las personas 
beneficiarias del régimen transición puedan adquirir su pensión de vejez con la edad, el 
tiempo de servicios o semanas de cotización y la tasa de reemplazo del régimen anterior 
y con el IBL previsto en el mismo artículo 36, inciso 3, y en el artículo 21 de la Ley 100 
de 1993 
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Por otro lado, y en términos Constitucionales El artículo 48 constitucional define la 
Seguridad Social como  
 

“un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, 
coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, 
universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la Ley”. El legislador 
(artículo 2 de la Ley 100 de 1993) explica este principio como “[...] la práctica de la 
mutua ayuda entre las personas, las generaciones, los sectores económicos, las 
regiones y las comunidades bajo el principio del más fuerte hacia el más débil”.  
 

 
EXCEPCIONES DE MERITO O DE FONDO. 

 
Interpongo en contra de las pretensiones de la demanda las siguientes excepciones de 
fondo: 
 

I. INEXISTENCIA DE LA OBLIGACION DEMANDADA Y FALTA DE DERECHO 

PARA PEDIR. 

 
La presente excepción se fundamenta en las siguientes conclusiones, conforme a los 
fundamentos normativos expuestos: 
 
Al realizar el estudio jurídico pertinente sobre lo pretendido por la demandante, se 
establece que la entidad que represento, dio estricto cumplimiento a las razones 
expuestas y bajo los preceptos Jurídicos y Administrativos, de tal forma que es 
inexistente la obligación demandada, razón por la cual solicito a la prosperidad de esta 
excepción, por considerarse que las obligaciones financieras y las perjuicios que 
supuestamente sufrió la Demandante, fueron canceladas en las resoluciones hoy 
Demandadas.  
 
 

II. BUENA FE 

 
El Instituto de Seguros Social ISS hoy Administradora Colombiana de Pensiones 
Colpensiones, entidad que represento han actuado siempre con la creencia, como en 
efecto lo es, de haber cumplido realmente con su deber, con la conciencia plena de no 
engañar ni perjudicar y con la convicción del cumplimiento legal de sus obligaciones, 
sin incurrir en abusos de su parte o maniobras engañosas. Asimismo, es de señalar 
que la buena fe es una presunción establecida en disposición constitucional, aplicable 
tanto a los particulares, como a las entidades públicas. 
 
Por los argumentos expuestos como fundamentos de las excepciones de fondo 
propuestas, desde este momento manifiesto que me opongo a todas y cada una de las 
pretensiones de la demanda que dieron origen a este proceso por carecer de 
fundamento. 
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II.COBRO DE LO NO DEBIDO 

 
La Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones entidad que represento, en 
su calidad de administradora del Régimen de Prima Media de prestación definida, al 
reconocer y llevar a cabo un reconocimiento pensional, siempre lo realiza teniendo 
como fundamento la normatividad vigente y aplicable al caso en concreto, tomando 
como eje los principios generales de favorabilidad en edad, tiempo de servicios o 
semanas cotización y monto pensional, para el caso  se debe considerar que 
Colpensiones dio estricto cumplimiento a los preceptos Jurídicos y respetando y 
garantizando el Derecho a la Condición más beneficiosa que trata el Articulo 53 de la 
Constitución Política Nacional, así las cosas actuó conforme a derecho, cuestión que 
Resolución GNR 202099 del 8 de Julio de 2019, Resolución GNR 152995 del 13 
de Junio de 2018 y Resolución DIR 1517 del 16 de Agosto de 2018, por medio de 
la cual se resuelve un Trámite de Prestaciones Económicas de la Administradora 
Colombiana de Pensiones en el régimen de prima media con prestación definida, razón 
por la cual ruego a su señoría la prosperidad de la presente excepción. 
 

PETICIONES 
 
Con base en lo dicho en el presente escrito solicito de manera formal al señor Juez que 
desestime cada una de las pretensiones propuestas por la parte demandante. De igual 
forma solicito se condene en costas a la parte actora de este proceso 
 

PRUEBAS. 
 

Me permito aportar por ser conducentes, pertinentes y necesarias las siguientes 
pruebas: 

 Expediente administrativo de la demandante señora DALIZ DEL CARMEN 
GONZALEZ VERGARA, en medio magnético, FORMATO ZIP, a fin que sea 
valorado como prueba. 

 Poder general para actuar debidamente otorgado. 

 Sustitución de poder para actuar. 

 Escritura Publica firmada por Colpensiones y la Firma AHUMADA & 
ABOGADOS S.A.S.  

 
ANEXOS 

 
Me permito anexar los documentos relacionados en el acápite de pruebas. 
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NOTIFICACIONES 
 
A mí representada, en la ciudad de Bogotá, Carrera 10 · 72 – 33 Piso 11 Torre B.  
 
El suscrito abogado, en la Secretaría del Juzgado, en el portal WEB del Juzgado 
SEGUNDO ORAL ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGENA. 
 
Teléfono 301-217-5298 
 
Email: nassinrodriguez1009@gmail.com  
 
Solicito al despacho enviar al siguiente correo las notificaciones de autos y sentencias 
dictadas dentro de este asunto: nassinrodriguez1009@gmail.com  
 
A la Parte demandante, en la dirección Electrónica brindada en la presentación de la 
Demanda.   
 

 
 
 
 
 
 
 

 
______________________________________.   
NASSIN JOSE RODRIGUEZ MANOTAS  
C. C.  1.043.013.701 expedida en Sabanalarga, Atlántico  
T. P.   Nº 280456 del C. S. de la J. 
Abogado Adscrito a la firma AHUMADA ABOGADOS Y ASESORES SAS 
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Dirección: Edificio Torres del Atlántico, Carrera 57 No. 99 A – 65, Torre Sur Oficina 1111 
Email: ahumadaabogadosasesores@gmail.com 

Barranquilla – Atlántico 
 

 

Señores:  
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL  DEL CIRCUITO DE CARTAGENA.   
 
 
E. S. D.  
 
 
Referencia: Proceso contencioso administrativo promovido por la señora DALIZ DEL 
CARMEN GONZALEZ VERGARA contra ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 
“COLPENSIONES” 
 
Radicado: 13001-33-33-002-2021-00085-00 

 
 
ASUNTO: SUSTITUCIÓN DE PODER  
 
 

 AHUMADA ABOGADOS ASESORÍA & CONSULTORÍA SAS, identificada con el Nit. 
900.739.461-1, legalmente constituida mediante documento privado del 15 de mayo de 2014, de 
Sabanalarga debidamente inscrita el 10 de junio de 2014 bajo el número 269.609 del libro IX, 
representada legalmente por la Dra. MARIA CAROLINA MERCADO GALINDO, abogada en 
ejercicio identificado con la cedula de ciudadanía No.1.042.997.786 expedida en Sabanalarga y 
portador de la tarjeta profesional No. 191.542 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en 
calidad de apoderada de la ADMINISTRADORA COLOMBIA DE PENSIONES – 
COLPENSIONES, según consta en la Escritura Publica No. 121 del 1 de Febrero de 2021 de la 
Notaria Novena del Circulo de Bogotá, por medio del presente me permito manifestar que 
SUSTITUYO el poder que se me ha conferido con las mismas facultades otorgadas, Al doctor 
NASSIN JOSE RODRIGUEZ MANOTAS mayor de edad, identificado tal como aparece al pie de 
su respectiva firma, quien tendrá iguales facultades a las a mi conferidas y en señal de aceptación 
suscribe junto conmigo el presente escrito. 

 
La apoderada general o el apoderado especial podrán actuar en forma separada o conjunta y lo 
harán en representación de la ADMINISTRADORA COLOMBIA DE PENSIONES – 
COLPENSIONES y con las mismas facultades. 
 
 

 

 
Acepto,  
 

 
 

 
 
 
 
 

__________________________________  
NASSIN JOSE RODRIGUEZ MANOTAS 
C.C. 1043013701 expedida en Sabanalarga, Atlántico  
T. P. 280.456 del C. S. de la J. 

 







































 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


